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Contexto: Magdalena Medio, puerto Nare y conflictividad 
Magdalena Medio y paramilitarismo 
 
42.  La región del Magdalena Medio reviste una gran importancia estratégica y 
económica, principalmente por su posición geográfica. A pesar de ello, se ha mantenido 
como una región periférica “por la carencia de instituciones estatales”, por lo cual gran parte 
de ese espacio ha sido llenado por todos los actores armados, convirtiéndose en una zona de 
alta conflictividad. En ese sentido, no fue “casual que en la zona emergieran, a mediados de 
la década de 1960, el Ejército de Liberación Nacional (ELN) y a finales de la década de 1970, 
las denominadas “Autodefensas”. A inicios de la década de 1980 “incursionaron las Fuerzas 
Armadas Revolucionarias de Colombia Ejército del Pueblo FARC-EP, el Ejército Popular 
de Liberación (EPL) y seis batallones del Ejército Nacional”. Con respecto a la aparición de 
los grupos paramilitares en esa región, la Fiscalía General de la Nación (FGN) ha indicado 
que durante la década de los años 1970, “las fuerzas militares, particularmente de la región 
del Magdalena Medio y [d]el departamento del Huila, comenzaron a establecer lo que para la 
época se denominó ‘grupos de autodefensa’, con la misma filosofía de los grupos contra-
guerrilleros”. 
43. Tal como ha sido constatado en casos anteriores ante este Tribunal, en el marco de 
la lucha contra los grupos guerrilleros, el Estado impulsó la creación de “grupos de 
                                                          
1 Nota del editor. El contenido de este apartado es un resumen textual preparado por el equipo de la Revista Cuaderno 
Jurídico y Político a partir del texto oficial publicado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Se han suprimido 
algunas notas al pie que estaban en el texto original que se seleccionó para la elaboración de este resumen; por tanto, se 
advierte que la numeración de las notas al pie de este resumen no se corresponde con la numeración original de la opinión en 
su versión completa en español. También se advierte que se ha respetado, excepcionalmente, el estilo de citación del original 
que consigna al pie las referencias.   
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autodefensa” entre la población civil a través de un marco normativo, cuyos fines principales 
eran auxiliar a la Fuerza Pública en operaciones antisubversivas, para lo cual se les otorgaba 
permisos para el porte y tenencia de armas y apoyo logístico. Además, principalmente a partir 
de 1985, se hizo notorio que muchos de esos grupos cambiaron sus objetivos y se 
convirtieron en grupos de delincuencia, comúnmente llamados “paramilitares”, los cuales se 
desarrollaron primeramente en el Magdalena Medio y luego se extendieron a otras regiones 
del país2. 
44. Uno de los grupos de autodefensa que actuaba en la región fue denominado 
Autodefensas Campesinas del Magdalena Medio (“ACMM”), conocido en sus inicios como 
“Los Escopeteros” y conformado por campesinos dueños de pequeñas y medianas 
extensiones de tierra en febrero de 1978 para combatir a la guerrilla que manejaba la zona, 
para lo cual recibió ayuda del Ejército con armas, municiones, entrenamiento y respaldo en 
sus operaciones. Según la Fiscalía General de la Nación, en 1982 las ACMM iniciaron su 
incursión en varias veredas situadas en el municipio de Puerto Boyacá, en los sitios en donde 
la subversión había estado extorsionando –mediante el llamado “boleteo” y la llamada 
“vacuna”– a varios agricultores y ganaderos de la región. Este momento del paramilitarismo 
en la región se caracterizó, entre otros, por la entrada en masa de los narcotraficantes, sea 
como financiadores (la guerra se volvía cada vez más costosa y no podía ser sufragada sólo 
con la ganadería extensiva) o como competidores3. 
45. En varios casos ante esta Corte, se ha podido comprobar, en distintos períodos y 
contextos geográficos, la existencia de vínculos entre miembros de la Fuerza Pública y las 
Fuerzas Armadas de Colombia y grupos paramilitares, los que habrían consistido en: a) 
acciones concretas de apoyo o colaboración, o en b) omisiones que permitieron o facilitaron 
la comisión de graves delitos por parte de actores no estatales4. La “legitimidad” de esos 
grupos paramilitares en la región fue públicamente reivindicada y promovida por altos 
estamentos de las Fuerzas Armadas y los nexos referidos han sido también revelados en 
declaraciones de paramilitares. 
46. Así, con la interpretación que durante años se dio al marco legal, el Estado propició 
la conformación de dichos grupos, es decir, creó objetivamente una situación de riesgo para 
sus habitantes5. Ciertamente, a partir de enero de 1988, el Estado comenzó a adoptar medidas 
normativas para excluir de su ordenamiento jurídico las disposiciones que promovían la 
creación y el funcionamiento de estos grupos y para promover su desarticulación, su 
reinserción a la vida civil y la investigación y sanción de sus conductas delictivas. 
Puerto Nare, actividad económica, sindicalismo y violencia anti-sindical 
 
47. El municipio de Puerto Nare se encuentra ubicado en la región del Magdalena Medio, 
en el Departamento de Antioquia, a orillas del río Magdalena a escasos kilómetros del 
municipio de Puerto Boyacá y limita con los municipios de San Luis, Puerto Berrío, Puerto 
                                                          
2 Cfr. Caso 19 Comerciantes vs. Colombia, párrs. 84.a) a 84.h), y Caso de la Masacre de Mapiripán vs. Colombia, párrs. 96.2 a 96.3 
3 Cfr. Caso Vereda La Esperanza vs. Colombia, supra, párrs. 55y 56. Ver también la declaración escrita del perito Carlos Medina Gallego (exp. 
prueba ff. 7000-7010). 
4 Ver en este sentido la documentación y citación de información y de su propia jurisprudencia, realizada por este Tribunal en el caso Vereda La 
Esperanza vs. Colombia, supra, párr. 68 a 70. 
5 Cfr. Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C No. 140, párr. 126. 
Caso Isaza Uribe y otros vs. Colombia (Fondo, reparaciones y costas)  | Corte Interamericana de Derechos Humanos 
72 
 
Triunfo, Caracolí y San Carlos. En relación con la riqueza natural y proyección industrial y 
minera del municipio, en las primeras décadas del siglo XX se asentaron en el municipio las 
empresas “Cementos del Nare S.A.” y, posteriormente, “Colcarburos S.A.”, en el 
corregimiento de La Sierra6. 
48. Las organizaciones sindicales creadas por los trabajadores de Cementos del Nare y de 
Colcarburos en Puerto Nare se afiliaron al “Sindicato Único de Trabajadores de la Industria 
de Materiales de la Construcción” (SUTIMAC), creado en 1971, dando así nacimiento a la 
“Seccional Nare de Sutimac”. Para 1986, SUTIMAC contaba con cuatro seccionales: Nare, 
Medellín, Itagüí y Caracolí. Entre 1981 y 1985 SUTIMAC organizó paros o huelgas, 
particularmente en las empresas cementeras en Puerto Nare o junto con otros sindicatos de 
la industria cementera, afiliados a la Federación Nacional de Trabajadores de la Construcción 
y del Cemento (FENALTRACONCEM)7. 
49. Dicho sindicato representó una estrecha relación entre las reivindicaciones sindicales 
y las luchas populares y, posteriormente, el Partido Comunista de Colombia (PCC) empezó 
a ejercer una gran influencia en el mismo8. A mediados de los años 1980, la aparición del 
partido político Unión Patriótica (UP) en el escenario político nacional significó en Puerto 
Nare la dinamización y conjugación de la actividad política con las reivindicaciones de los 
trabajadores y sindicalistas de las empresas Cementos Nare y Colcarburos afiliados a 
SUTIMAC. Varios líderes sindicales se convirtieron en dirigentes locales de la UP y, como 
tales, participaron de las elecciones de 1986, en las que se eligieron alcaldes y concejales para 
el periodo 1986-1990. En Puerto Nare, la UP logró dos escaños para el Concejo Municipal, 
uno de ellos el Presidente de la Seccional Nare de SUTIMAC, Julio Cesar Uribe Rúa. La 
vinculación del sindicato con la UP dio origen a una gran violencia en su contra, según surge 
de informes del CTI de la Fiscalía General de la Nación de septiembre de 2015 y febrero de 
2016, entre otras fuentes. 
50. En el mismo sentido, según un informe del Programa de Naciones Unidas para el 
Desarrollo (PNUD), “cuando ya FENALTRACONCEM había dado paso al actual 
[SUTIMAC], y se combinó dentro de él la actividad sindical con la actividad política de 
izquierda en el movimiento UP, el grupo paramilitar de Puerto Boyacá, al mando de Gonzalo 
Rodríguez Gacha, también hizo su aparición en Puerto Nare desde 1986, para impedir 
cualquier acción reivindicativa, y amenazar y asesinar a sindicalistas de Sutimac […] El acto 
que rubricó el enseñoramiento de los paramilitares en Puerto Boyacá fue en diciembre de 
1986 el asesinato del presidente del sindicato, a quien hicieron descender de un bus para 
ultimarlo […] de ahí en adelante los homicidios de afiliados a Sutimac aumentan en forma 
acelerada, y todas sus víctimas coinciden en ser además de sindicalistas, políticos locales 
militantes de la Unión Patriótica y casi todos ellos concejales […] sólo entre 1986 y 1990 
ocurrieron 25 homicidios entre cuyas víctimas exterminaron completamente dos juntas 
                                                          
6 Cfr. Sitio web de la Alcaldía de Puerto Nare, Reseña histórica. Disponible en: http://www.puertonare- 
antioquia.gov.co/informacion_general.shtml ; Huellas y Rostros de la Desaparición Forzada (1970-2010) (exp. prueba ff. 5553 a 5600). Según 
señalaron los representantes, hoy día la razón social de dichas empresas es “Cementos Argos” y “Caldesa S.A.” respectivamente. 
7 Cfr. Huellas y Rostros de la Desaparición Forzada (1970-2010) (exp. prueba, folio 5566); y “Liderazgos sindicales exterminados: una historia de 
resistencia frente a las lógicas del terror contra SUTIMAC Puerto Nare”. En: “NOS HACEN FALTA Memoria histórica de la violencia antisindical 
en Antioquia, Atlántico y Santander (1975-2012)”. Escuela Nacional Sindical. Primera Edición. Medellín: 2015 (exp. prueba f. 1769). 
8 Cfr. “Liderazgos sindicales exterminados: una historia de resistencia frente a las lógicas del terror contra SUTIMAC Puerto Nare”,supra (exp. 
prueba, f. 1771). 
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directivas del sindicato de Cementos del Nare”9. 
51. Desde el asesinato del presidente de SUTIMAC y concejal por la UP en diciembre de 
1986, hasta diciembre de 1987 constan siete casos de miembros, activistas o dirigentes de  ese 
sindicato (en algunos casos también concejales por la UP) que fueron asesinados por 
personas no identificadas o paramilitares del grupo “MAS” (“muerte a secuestradores”). 
Varios de esos hechos tuvieron lugar en situaciones en que las víctimas habían estado en 
custodia estatal o en las cercanías de instalaciones de cuerpos de seguridad del Estado. 
52. Ante la gravedad de lo que estaba sucediendo, los dirigentes sindicales de 
SINTRACOLCARBUROS, SUTIMAC Nare y SUTIMAC Caracolí hicieron varios llamados 
en abril de 1987 al entonces gobernador de Antioquia, Antonio Yepes Parra, para “que se 
ponga término a la ola de violencia [y se pongan] en práctica las medidas de protección a la 
dirigencia sindical”. 
53. Según el Centro Nacional de Memoria Histórica, entre 1986 y 1988 la gran mayoría 
de los miembros de SUTIMAC fueron asesinados, desaparecidos o desplazados por grupos 
paramilitares, específicamente del grupo “MAS”, que tenían vínculos con unidades militares 
acantonadas en la región, por lo que el sindicato fue casi desterrado del municipio de Puerto 
Nare. 
54. Entre 1987 y 1989 la Central Unitaria de Trabajadores (CUT) y 
FENALTRACONCEM informaron al Presidente de la República, al Procurador de la 
Nación, al Ministro de Gobierno y a la Ministra de Justicia, sobre “la ola de terror y violencia” 
de que estaban siendo víctimas los trabajadores de las empresas Cementos del Nare y 
Colombiana de Carburo, entre ellos el señor Víctor Manuel Isaza Uribe. 
 
Desaparición de Víctor Manuel Isaza Uribe 
 
55. El señor Víctor Manuel Isaza Uribe tenía 33 años de edad al momento de su 
desaparición, era esposo de Carmenza Vélez y padre de Jhony Alexander y Haner Alexis Isaza 
Vélez. 
56. El 27 de octubre de 1987 el señor Isaza Uribe había sido detenido por agentes de la 
sub- estación de policía en el corregimiento La Sierra, del municipio de Puerto Nare. Al día 
siguiente fue puesto a disposición del Juzgado 64 de Instrucción Criminal de Puerto Nare, el 
cual, ese mismo día, dictó medida de detención preventiva en relación con la investigación 
por el homicidio de Francisco Humberto García Montoya que se le atribuía, luego de lo cual 
el señor Isaza Uribe fue enviado a la cárcel de Puerto Nare. 
57. A la fecha de su detención, el señor Víctor Manuel Isaza Uribe había laborado 13 
años en la empresa Cementos Nare S. A. y era socio activo de la organización sindical 
                                                          
9 Cfr. “Reconocer el pasado, construir el futuro. Informe sobre violencia contra sindicalistas y trabajadores sindicalizados, 1984 – 2011”. Programa 
de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD)-Colombia. (2012), Bogotá, pág. 128 (exp. prueba, folio 2603). 
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SUTIMAC10, así como simpatizante del movimiento político Unión Patriótica11. 
58. En la madrugada del 19 de noviembre de 1987, un grupo de entre ocho y diez 
hombres armados, algunos de civil y otros con prendas militares, entraron a la cárcel; habrían 
dejado en estado de indefensión y encerrado a los dos guardianes; y sustrajeron al señor Isaza 
Uribe y otros tres detenidos del total de nueve que había allí12. Las cuatro personas fueron 
introducidas en un vehículo y llevadas con rumbo desconocido. Desde esa fecha, no se 
conoce su paradero. 
[…] 
 
Investigaciones y procesos internos 
Investigación previa en la vía penal 
 
61. Según la información aportada por la Comisión, los representantes y el Estado, las 
principales actuaciones adelantadas dentro de la investigación penal son las siguientes13: 
a) El 19 de noviembre de 1987 el Juzgado 64 de Instrucción Criminal de Puerto 
Nare ordenó la apertura de investigación previa y se realizaron varias 
diligencias14. 
b) El 8 de noviembre de 1994 el Fiscal 125 Antisecuestro de Puerto Berrio 
ordenó la suspensión de la investigación. 
c) La investigación fue reabierta el 28 de febrero de 1995 por parte de la Unidad 
Seccional de Antisecuestro de Puerto Berrio y, luego de ciertas diligencias, el 
8 de septiembre siguiente la Fiscalía Regional de Medellín decretó la apertura 
de la instrucción por delitos de secuestro extorsivo agravado y concierto para 
delinquir y orden de captura en contra de cuatro personas por presuntos 
vínculos con el grupo paramilitar MAS15. Luego de tomar sus declaraciones, 
                                                          
10 Cfr. Copia de constancia expedida el 12 de noviembre de 1989 por el presidente de SUTIMAC (exp. prueba, f. 8); copia 
del carnet de afiliación al sindicato de Sutimac seccional Puerto Nare, de 21 de enero de 1979, documento entregado en la 
audiencia pública por la presunta víctima Carmenza Vélez (exp. prueba, f. 7184); y declaración escrita ante la Corte de la 
testigo Luz María Ramírez García, Fiscal 91 de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario de Medellín (exp. 
prueba, ff. 6229 a 6234). 
11 Cfr. Declaración rendida en audiencia pública ante la Corte por la señora Carmenza Vélez. 
12 Los otros tres detenidos sustraídos eran William Mejía Restrepo, Pedro Delgado Jurado y Mario Patiño Gutiérrez. 
13 Se hace notar que, en sus alegatos finales escritos, el Estado hizo referencia a varias diligencias que no había informado 
anteriormente o que no fueron documentalmente sustentadas. Por ende, en esta sección se incluyen únicamente las principales 
actuaciones realizadas en el marco de la investigación previa. Cfr. comunicación del Estado de 22 de abril de 2013 (exp. prueba 
ff. 31 a 33); y declaración escrita de la señora Luz María Ramírez García, testigo ofrecida por el Estado (exp. prueba, ff. 6206 
a 6234). 
14 Entre el 19 de noviembre de 1987 y el 8 de noviembre de 1994, el Juzgado 64 de Instrucción Criminal de Puerto Nare y el Juzgado 104 de 
Instrucción Criminal Ambulante de Medellín recibieron 19 declaraciones por parte de habitantes de la zona, trabajadores de la empresa Cementos 
Nare, familiares de los cuatro detenidos que fueron sustraídos de la cárcel, personas que se encontraban cerca del lugar de los hechos (el celador de 
una embarcación), los otros detenidos en la cárcel y los dos guardianes de ésta. Cfr. Declaración ante fedatario público de la testigo ofrecida por el Estado 
Luz María Ramírez García. (exp. prueba, ff. 6207 a 6220) 
15 Cfr. Declaración escrita de la señora Luz María Ramírez García, testigo ofrecida por el Estado (exp. prueba, f. 6223). Asimismo, el 25 de enero 
de 1996 la Fiscalía Delegada ante la Corte Suprema de Justicia dirimió un conflicto de competencia entre la Fiscalía Seccional Antisecuestro de 
Puerto Berrio y la Fiscalía Regional de Medellín en torno al conocimiento de la investigación, asignándole competencia a esta última. 
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el  22 de septiembre siguiente la Fiscalía se abstuvo de decretar medida de 
aseguramiento en su contra, por considerar que no existían indicios graves de 
responsabilidad, y el 30 de abril de 1996 decretó la preclusión de la instrucción 
a su favor; 
d) El 15 de julio de 1996 se declaró la reapertura de la investigación previa, para 
lo cual se ordenó la práctica de varias pruebas16; 
e) El 25 de agosto de 1997 la Fiscalía Regional de Medellín ordenó la suspensión 
de la investigación, por falta de pruebas; 
f) En el año 2010 se ordenó la reapertura de la investigación. En agosto de 2011 
la Fiscalía dispuso escuchar a postulados a los beneficios de la Ley 975 de 
2005 de Justicia y Paz que delinquían en el Magdalena Medio17; 
g) La investigación fue reasignada a la Fiscalía 91 de Derechos Humanos y 
Derecho Internacional Humanitario de Medellín, que había solicitado su 
asignación por conexidad al proceso radicado bajo el número 9241 (asignado 
especialmente por el Fiscal General de la Nación a la Fiscalía Delegada de 
Derechos Humanos) en el que se investigan los crímenes cometidos contra 
14 miembros del sindicato SUTIMAC y COLCARBUROS asesinados, 
desaparecidos o desplazados; 
h) Entre el 24 de agosto de 2011 y el 15 de diciembre de 2017 se han llevado a 
cabo otras diligencias por órdenes de la Fiscalía: ampliación de declaraciones; 
informes de la Policía Judicial (CTI); ubicación de otros posibles testigos; 
georreferenciación y fijación topográfica de Puerto Nare, entre otras. 
Además, la Fiscalía recabó información en diligencias ante el Tribunal de 
Justicia y Paz18 y el Estado manifestó que se había analizado información en 
la Unidad de “NNs” y desaparecidos adscrita al CTI y se ordenó práctica de 
pruebas de ADN. 
 
Indagación preliminar en la vía disciplinaria 
 
62. El 11 de enero de 1989 la señora Carmenza Vélez presentó una queja respecto de 
desaparición de su esposo ante la Procuraduría Delegada para la Defensa de Derechos 
Humanos19. 
                                                          
16 Entre el 7 de noviembre de 1996 y el 25 de agosto de 1997 la Fiscalía Regional de Medellín recibió 9 declaraciones. Cfr. Declaración ante fedatario 
público de la testigo ofrecida por el Estado Luz María Ramírez García. (exp. prueba, ff. 6224 a 6228) 
17 El Estado informó que los hechos no han sido enunciados o confesados por algún postulado ni se encuentran registrados en el Sistema de 
Información de Justicia y Paz (SIJYP) de la Fiscalía General de la Nación. Cfr. Comunicación del Estado del 22 de abril de 2013 (exp. prueba, ff. 10 a 
41); y declaración de la señora Luz María Ramírez García (exp. prueba, ff. 6206 a 6234). 
18 Cfr. Declaración escrita ante la Corte de la Fiscal 91 de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario de Medellín, Luz María 
Ramírez García (exp. prueba, ff. 6229 a 6234). 
19 La señora Vélez presentó una ampliación de queja el 22 de julio de ese año, en la que denunció la falta de avances en la investigación penal; 
que el 17 de julio de 1989 acudió al Juzgado 64 de Instrucción Criminal a indagar sobre la investigación, donde le informaron “que estaba 
archivada porque no había alguien que declarara, que desgraciadamente nadie hablaba”; manifestó que “es imposible que no hagan nada sabiendo 
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63. El 10 de marzo de 1989 la Procuraduría Delegada comisionó al Procurador Regional 
de Puerto Berrío para que realizara una visita al Juzgado a cargo del caso, el cual, a su vez, el 
22 de abril y 16 de mayo comisionó a la Personera Municipal para que visitara la investigación 
adelantada por la Inspección de la Policía de la localidad y recibiera testimonios. El 1 de junio 
de 1989 dicho Procurador Regional remitió informe evaluativo al Procurador Delegado20. 
64. El 20 de octubre de 1992 la Procuraduría Delegada ordenó el archivo provisional de 
las diligencias preliminares “por no existir prueba que comprometa en la desaparición de 
Víctor Manuel Isaza Uribe a servidor público alguno”21. 
65. El 29 de febrero de 2016 la Procuraduría General de la Nación revocó de oficio el 
auto de 20 de octubre de 1992 y dispuso que la Procuraduría Delegada Disciplinaria para la 
Defensa de los Derechos Humanos continúe con la actuación disciplinaria22. 
Proceso contencioso-administrativo23 
 
66. El 8 de agosto de 1989 la señora Carmenza Vélez presentó demanda de reparación 
directa ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Departamento de Antioquía, 
en nombre propio y en representación de sus hijos, por la desaparición del señor Isaza Uribe. 
La demanda fue radicada con el número 25.861. 
67. El 26 de noviembre de 1993 el Tribunal Administrativo de Antioquía resolvió 
denegar la demanda interpuesta por la señora Vélez, quien impugnó la resolución. 
68. El 23 de septiembre de 1994 la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo 
de Estado confirmó la sentencia, haciendo suya la valoración jurídica, fáctica y probatoria del 




Derechos al reconocimiento de la personalidad jurídica, a la vida, a la integridad personal y a  
la libertad personal24 (artículos 1.1, 2, 3, 4, 5 y 7 de la Convención Americana y i.a) de la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas) 
[…] 
                                                          
que lo sacaron de la cárcel hombres armados vestidos de militares y otros de civil”, entre otros datos. Cfr. ampliación de queja del 22 de julio de 
1989 de la señora Carmenza Vélez (exp. prueba, ff. 70 a 72). 
20 Cfr. Comunicación del Estado del 11 de octubre de 1991 (exp. prueba, f. 77). 
21 Cfr. Resolución de 20 de octubre de 1992 de la Procuraduría Delegada para los Derechos Humanos (exp. prueba, ff. 42 a 48). 
22 Cfr. Resolución de 29 de febrero de 2016 del Despacho del Procurador General de la Nación, revocatoria directa del fallo disciplinario del 
22 de octubre de 1992 (exp. prueba, ff. 5999 a 6007). 
23 Cfr. Comunicaciones del Estado de 16 de septiembre y 11 de octubre de 1991 (exp. prueba, ff. 73 a 80 y 81 a 83); sentencia de 23 de septiembre 
de 1994 del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Tercera. Santa Fe de Bogotá (exp. prueba, f. 2). 
24 El artículo 7 de la Convención Americana establece: “1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales [;] 2. Nadie puede 
ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados Partes o 
por las leyes dictadas conforme a ellas [;] 3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios […]”. 
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Consideraciones de la Corte 
[…] 
83. Respecto de lo alegado por el Estado sobre atribución de un hecho ilícito 
internacional (supra párr. 75), es oportuno recordar lo señalado reiteradamente en su 
jurisprudencia, en cuanto a que la Corte no es un tribunal penal en el que pueda determinarse 
la responsabilidad penal de los individuos25. Así, bajo el artículo 1.1 de la Convención, para 
establecer que se ha producido una violación de los derechos reconocidos en la misma no se 
requiere determinar, como ocurre en el derecho penal interno, la culpabilidad de sus autores 
o su intencionalidad, ni es preciso que se pruebe más allá de toda duda razonable o identificar 
individualmente a los agentes a los cuales se atribuyen los hechos violatorios26, mucho menos 
en casos de desaparición forzada de personas. Para esta Corte lo necesario es adquirir la 
convicción de que se han verificado acciones u omisiones, atribuibles al Estado, que han 
permitido la perpetración de esas violaciones o que existe una obligación del Estado incumplida 
por éste27. Además, la Corte recuerda que la prueba indiciaria o presuntiva resulta de especial 
importancia cuando se trata de denuncias sobre desaparición forzada, ya que esta forma de 
violación se caracteriza por procurar la supresión de todo elemento que permita comprobar la 
detención, el paradero y la suerte de las víctimas28. 
84. Una vez señalado lo anterior, el Tribunal recuerda que en su jurisprudencia ha 
identificado como elementos concurrentes y constitutivos de la desaparición forzada: a) la 
privación de la libertad; b) la intervención directa de agentes estatales o de personas o grupos 
de personas que actúen con su autorización, apoyo o aquiescencia; y c) la negativa de reconocer 
la detención y de revelar la suerte o el paradero de la persona interesada29. En efecto, el acto 
de desaparición y su ejecución inician con la privación de la libertad de la persona y la 
subsiguiente falta de información sobre su destino, y permanece mientras no se conozca el 
paradero de la persona desaparecida o se identifiquen con certeza sus restos30. Mientras 
perdure la desaparición los Estados tienen el deber correlativo de investigarla y, 
eventualmente, sancionar a los responsables, conforme a las obligaciones derivadas de la 
Convención Americana y, en particular, de la Convención Interamericana sobre Desaparición 
Forzada31. 
                                                          
25 Cfr. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo. Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C No. 35, párr. 37, y Caso San Miguel Sosa y otras 
Vs. Venezuela, supra, párr. 203. 
26 Cfr. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros). Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 75; Caso 19 
Comerciantes. Sentencia de 5 de julio de 2004. Serie C No. 109, párr. 141; y Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) Vs. 
Colombia, párr. 81. 
27 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo, párrs. 127 y 128, y Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) Vs. 
Colombia, supra, párr.81 
28 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo, supra, párrs. 130 y 131; y Caso Munárriz Escobar y otros Vs. Perú, párr. 67. En este 
sentido, en el caso González Medina y familiares vs. República Dominicana la Corte concluyó, por medio de prueba indiciaria, que la víctima 
había sido detenida y posteriormente desaparecida de manera forzada (Cfr. Caso González Medina y familiares Vs. República Dominicana. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de febrero de 2012. Serie C No. 240.). Asimismo, en el caso Osorio Rivera 
y familiares vs. Perú, la Corte calificó los hechos de la misma manera, infiriendo que la detención de la víctima había continuado más allá de una 
orden de libertad (Cfr. Caso Osorio Rivera y familiares Vs. Perú. supra.). 
29 Cfr. Caso Gómez Palomino Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 
136, párr. 97, y Caso Munárriz Escobar y otros Vs. Perú, párr. 63.   
30 Cfr. inter alia, Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo, supra, párrs. 155 a 157, y Caso Vereda La Esperanza vs. Colombia, supra, párr. 
150. 
31 Cfr. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie 
C No. 209, párr. 145, y Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328. 




86. Al respecto, si bien resulta indistinta la manera que adquiere la privación de la libertad 
a los fines de la caracterización de una desaparición forzada, pues cualquier forma de privación 
de libertad satisface aquel primer elemento, es pertinente hacer notar que, en este caso, la 
desaparición comenzó a partir del momento en que la presunta víctima fue sustraída de la 
cárcel por personas aún no identificadas y no desde el inicio mismo de la detención, que había 
sido formal y legalmente ordenada por un juez. Sin perjuicio de ello, el hecho es que el señor 
Isaza Uribe fue desaparecido mientras se encontraba bajo custodia en una cárcel estatal. 
87. El Tribunal ha señalado que los Estados tienen deberes especiales, derivados de sus 
obligaciones generales de respetar y garantizar los derechos bajo el artículo 1.1 de la 
Convención y determinables en función de las particulares necesidades de protección del 
sujeto de derecho, ya sea por su condición personal o por la situación específica en que se 
encuentre32. En tal sentido, el Estado se encuentra en una posición especial de garante 
respecto de las personas que han sido privadas de su libertad, toda vez que las autoridades 
penitenciarias ejercen un fuerte control o dominio sobre quienes se encuentran sujetos a su 
custodia33, así como la particular intensidad con que el Estado puede regular sus derechos y 
obligaciones y las circunstancias propias del encierro34. 
88. Así, en casos en que una persona que ha estado bajo custodia de agentes estatales 
exhibe lesiones, se ha considerado que siempre que una persona es privada de la libertad en 
un estado de salud normal y posteriormente aparece con afectaciones a su salud, corresponde 
al Estado proveer una explicación satisfactoria y convincente de esa situación y desvirtuar las 
alegaciones sobre su responsabilidad, mediante elementos probatorios adecuados. La Corte 
ha considerado que la falta de tal explicación conlleva la presunción de responsabilidad estatal 
por tales lesiones. 
89. Este Tribunal considera que esa presunción es aplicable, a fortiori, a situaciones en las 
cuales una persona desaparece bajo custodia del Estado, en las que opera una responsabilidad 
objetiva de éste respecto de la vida, integridad y seguridad de la persona. 
90. En casos de desaparición forzada de personas, este Tribunal ha considerado tal 
presunción de responsabilidad cuando la última noticia que se tuvo de la persona fue que se 
encontraba bajo custodia estatal, pues correspondía al Estado probar su versión de los 
hechos. 
91. Así, si el Estado tenía un deber de custodia respecto del señor Víctor Manuel Isaza 
Uribe es precisamente porque estaba bajo el poder de los agentes que debían custodiar la 
cárcel, por lo cual carece de sentido plantear que en su desaparición no participaron agentes 
estatales, pues en la menos grave de las hipótesis tales agentes participaron por omisión al no 
haber velado efectivamente por su seguridad y protección ante la entrada de unos individuos 
                                                          
32 Cfr. Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia, supra, párr. 111; y Caso Gonzales Lluy y otros Vs. Ecuador, párr. 168 
33 Cfr. Caso Neira Alegría y otros Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 19 de enero de 1995. Serie C No. 20, párr. 60, y Caso Quispialaya Vilcapoma 
Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2015. Serie C No. 308. párr. 117. 
34 Cfr. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay, supra, párr. 152, y Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 312, párr. 168. Ver también CIDH, Informe sobre 
los Derechos Humanos de las Personas Privadas de la Libertad en las Américas, OEA/ Ser. L/V/II Doc. 64, 31 de diciembre de 2011, párrs. 49 y 
ss. 
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que lo sustrajeron. 
92. En este sentido, la Corte hace notar que la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas, así como otros instrumentos internacionales relevantes 
en la materia35 y la propia jurisprudencia de este Tribunal, han previsto y prohibido las más 
graves formas de desaparición forzada, lo que no debe entenderse como comprensivas de 
todas las modalidades posibles de esa gravísima violación de derechos humanos y excluyentes 
de otras no previstas. Por ende, en algunos casos el análisis de la desaparición con base en 
los tres elementos referidos puede resultar insuficiente o innecesario. Así, en casos en que el 
Estado tiene una especial posición de garante, e independientemente de las responsabilidades 
individuales que corresponda determinar a las autoridades en el marco de sus respectivas 
competencias, es posible que se configuren modalidades de desaparición forzada por omisión 
en el marco de la responsabilidad internacional del Estado. Así, bajo la Convención 
Americana se puede configurar ese hecho ilícito internacional en casos de desaparición de 
personas privadas de libertad, en razón de la participación por omisión de los agentes estatales 
que debían velar por la garantía de sus derechos, independientemente de si existen además 
pruebas de participación directa u otras formas de aquiescencia. 
93. Además, toda vez que se sospeche que una persona ha sido sometida a desaparición 
forzada estando bajo custodia del Estado, éste tiene la obligación de proveer una explicación 
inmediata, satisfactoria y convincente de lo sucedido a la persona36, lo cual está naturalmente 
ligado a la obligación estatal de realizar una investigación seria y diligente al respecto (infra 
párr. 151). En efecto, en casos anteriores este Tribunal ha considerado que la falta de 
esclarecimiento de los hechos por parte del Estado es un elemento suficiente y razonable 
para otorgar valor a las pruebas e indicios que indican la comisión de una desaparición 
forzada37 o, en casos como el presente, para concluir la configuración de la misma cuando la 
persona se encontraba bajo custodia estatal. 
94. En este caso, el Estado se allanó parcialmente respecto de la violación de los 
derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial del señor Isaza Uribe, tanto 
por la demora prolongada de la investigación en la vía penal ordinaria como por 
inconsistencias en la práctica de diligencias, particularmente la falta de acciones urgentes de 
búsqueda luego de su sustracción de la cárcel, entre otras. Al haber aceptado que se presume 
su responsabilidad por haber fallado en su deber de custodia, seguridad y protección del señor 
Isaza Uribe mientras estaba en detención, el Estado también aceptó que ello “se relaciona de 
manera directa con la ausencia de una investigación efectiva” (supra párr. 18). Así, han 
transcurrido más de 31 años desde la desaparición del señor Isaza Uribe sin que los hechos 
hayan sido esclarecidos judicialmente en dicha investigación, la cual no ha pasado de la fase 
preliminar, y las conclusiones de las autoridades en las vías contencioso-administrativa y 
disciplinaria no han sido completas (infra párrs. 102, 107 a 109 y 152 a 159). 
                                                          
35 Cfr. Convención Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas. Ver también Consejo Económico y 
Social de las Naciones Unidas, Informe del Grupo de Trabajo sobre la Desaparición Forzada o Involuntaria de Personas, Observación General al 
artículo 4 de la Declaración sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas de 15 de enero de 1996. (E/CN. 4/1996/38), 
párr. 55. 
36 Cfr., mutatis mutandi, Caso Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras, supra, párr. 111, y Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala, párr. 
257. 
37 Cfr. Caso González Medina y familiares vs. República Dominicana, párrs. 169 y 170. En el caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala, 
este Tribunal consideró, al observar que las investigaciones realizadas en torno a la desaparición de la víctima no habían sido diligentes, que no se 
podía descartar que lo que ocurrido fuera una desaparición forzada Cfr. Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala, párr.135). Ver también 
Caso Rodriguez Vera y Otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) Vs. Colombia, párrs. 299 y 301. 
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95. De este modo, dado que la respuesta investigativa del Estado no constituye una 
explicación sobre lo sucedido a la presunta víctima desaparecida mientras se encontraba bajo 
su custodia, la Corte considera que aquél no ha desvirtuado la presunción de su 
responsabilidad. En consecuencia, el Tribunal considera que en este caso se configuró la 
desaparición forzada del señor Isaza Uribe, por la cual el Estado es responsable por la 
violación de los derechos reconocidos en los artículos 3, 4.1, 5.1 y 7.1 de la Convención 
Americana. 
[…]  
Planteamiento sobre posible fuga del señor Isaza de la cárcel  
 
98.  Una de las hipótesis señaladas sobre lo ocurrido al señor Isaza Uribe es que en realidad 
él se habría fugado de la cárcel ayudado por los hombres armados que lo sustrajeron. En un 
primer supuesto, tales individuos habrían sido miembros de las FARC y, en un segundo 
supuesto, habrían sido particulares que lo ayudaron a procurar su libertad ante la inminente 
condena de la que sería sujeto por el homicidio que se le atribuyó. 
[…]  
104. La Corte considera relevante que en el caso concreto, en una zona con presencia de 
las fuerzas armadas (Ejército, Guardacostas y Armada) y policía, esa noche fuese posible el 
tránsito e incursión de 10 hombres armados, independientemente de si éstos eran 
particulares, miembros de grupos guerrilleros o paramilitares. La información aportada no es 
clara o suficiente respecto de la ubicación de tales bases o estaciones, aún si ciertas 
declaraciones o documentos indican que, en esa época, la cárcel de Puerto Nare se encontraba 
cerca del puesto de Guardacostas de la Armada Nacional o a pocas cuadras de distancia de 
la base militar y de la estación de Policía Nacional38. De todos modos, el Estado reconoció 
que, entre las faltas de debida diligencia en la investigación, estuvo la falta de verificación 
exacta de tales bases y puestos militares y policial (supra párr. 21). Lo relevante es que tampoco 
consta alguna explicación razonable acerca de cómo fue posible el tránsito e incursión de 10 
hombres armados la noche de la desaparición del señor Isaza en Puerto Nare, sin el 
conocimiento o reacción de las autoridades policiales y militares destacadas en la zona. Aún 
si la falta de algún enfrentamiento no es, en sí misma, concluyente, lo cierto es que existía un 
contexto de colaboración entre miembros de la Fuerza Pública y grupos paramilitares en esa 
región y en esa época (supra párrs. 42 a 46), lo cual resta probabilidad a la hipótesis de la 
incursión de guerrilleros y hace más plausible la actuación de grupos paramilitares. Por 
último, no consta que se investigara la posibilidad de que los panfletos hubiesen sido dejados 
por los propios paramilitares u otros actores para desviar la atención, a pesar de que eso fue 
así planteado ante las autoridades internas por algunos declarantes y era una obvia línea de 
investigación. 
105. Cabe resaltar que, en definitiva, para sostener la hipótesis de la fuga propiciada por 
una incursión de miembros de la guerrilla FARC, sería necesario partir de la premisa de que 
el señor Isaza tenía alguna vinculación con ésta. Sin embargo, tal como hizo notar el Estado 
                                                          
38 Cfr. Diligencia de inspección georreferenciada, Fiscalía General de la Nación (exp. de prueba folios 7447 a 7449), y “Huellas y Rostros de la 
Desaparición Forzada (1970-2010)” (exp. prueba, f. 5555). 
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(infra párrs. 164 y 198), ninguna autoridad o funcionario público llegó a la conclusión de que 
él era miembro de un grupo subversivo. 
106. En cuanto al segundo supuesto de la referida hipótesis (fuga propiciada por 
particulares), ello fue considerado en la investigación previa en la vía penal y en la indagación 
de la Procuraduría y fue asumido como cierto por el Consejo de Estado en el proceso 
contencioso- administrativo. 
[…] 
109. Este Tribunal hace notar que las autoridades contencioso administrativas utilizaron 
básicamente el informe del comandante de policía y la condena penal impuesta en ausencia 
al señor Isaza Uribe para tener por demostrada la hipótesis de la fuga, sin considerar y 
descartar otras hipótesis sobre los hechos. Además, a pesar de declarar que la administración 
había fallado “en la vigilancia del detenido”, la segunda sentencia consideró que operaba una 
inversión de la carga de la prueba para los demandantes (familiares de la persona 
desaparecida) de desvirtuar la hipótesis fáctica de la fuga, la cual fue por demás asumida y no 
demostrada. 
110. En definitiva, es pertinente señalar que el Alcalde Municipal de Puerto Nare 
manifestó que el señor Isaza había sido “sacado a la fuerza” de la cárcel y que si bien la señora 
Carmenza Vélez manifestó que “ese rumor estaba sonando que la guerrilla iba a meterse a la 
cárcel a sacarlo”, también expresó que en su última visita a la cárcel su esposo le dijo que por 
eso “tenía miedo y que él no se dejaba sacar[, que] mejor se hacía matar”113. En efecto, el 
propio Estado manifestó, al definir los alcances de su reconocimiento de responsabilidad, 
que “personas no identificadas entraron a la cárcel y lo sustrajeron en contra de su voluntad” 
(supra párr. 18). En atención a lo anterior, la Corte considera que la hipótesis de la fuga 
propiciada por particulares para ayudar al señor Isaza a evadir el cumplimiento de la condena 
que le sería posteriormente impuesta, no es coherente con el hecho probado de que él fue 
sustraído de la cárcel contra su voluntad. 
 
Desaparición forzada del señor Isaza Uribe cometida por miembros de grupos paramilitares 
 
112. Según fue señalado, la Comisión y los representantes sostienen que la desaparición 
forzada del señor Isaza Uribe fue cometida por paramilitares que actuaron con aquiescencia 
de agentes estatales porque operaban unos contextos de manera concurrente y coincidente 
temporal y geográficamente con el hecho, a saber: paramilitarismo en Puerto Nare y vínculos 
con agentes estatales, así como la violencia contra miembros del SUTIMAC y de la UP y los 
marcos normativos que lo sustentaban o propiciaban. 
[…]  
116.  Sin perjuicio de ello, la Corte hace notar que, al imponer medida de detención 
preventiva, el Juzgado 64 de Instrucción Criminal de Puerto Nare destacó que testigos del 
homicidio refirieron que Víctor Manuel Isaza Uribe manifestó –ante ellos y ante otros 
trabajadores– que había dado muerte al señor García porque éste había dicho que existía la 
consigna de acabar con todos los guerrilleros de la empresa y que el “nombre [de Isaza] 
figuraba en la lista”, así como porque García habría matado a Julio César Uribe, a saber, 
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presidente de SUTIMAC y concejal por la UP que había sido asesinado en diciembre de 1986 
(supra párrs. 49 y 50). Si bien el Juzgado no desarrolló más la cuestión, es relevante que en su 
resolución refiriera también que, luego del homicidio de Julio César Uribe, “se desató una ola 
de violencia referida a constantes asesinatos y desapariciones de varios obreros de aquella 
empresa cementera, lo que ha sido el factor preponderante de la tensa situación que allí se vive 
actualmente [febrero de 1988] y donde los obreros, en paro indefinido en los últimos días por 
aquella ola de violencia, se aprestan en la fecha para concurrir al sepelio de su último 
compañero asesinado, el señor Héctor Julio Mejía, tesorero del sindicato”39. 
117. Ha sido referido también un informe de inteligencia del Departamento 
Administrativo de Seguridad (DAS), en el cual se hace un detallado recuento de la 
conformación de los grupos de autodefensa en alianza con el narcotráfico y miembros del 
Ejército Nacional en el Magdalena Medio, específicamente en Puerto Boyacá. Este informe 
fue elaborado principalmente con declaraciones de una fuente que en 1983 se vinculó a las 
autodefensas del Magdalena Medio, en las que fungió como hombre de confianza de los 
dirigentes de ACDEGAM, que fue una asociación de fachada creada por ganaderos y 
narcotraficantes y utilizada como plataforma logística y financiera para actividades del 
paramilitarismo (supra párr. 44). En este informe se resalta que, desde Puerto Nare, la 
organización narcotraficante movilizaba cemento para los laboratorios de Puerto Boyacá y 
otras regiones del país, destacando además que, dentro de la estructura logística poseían una 
aeronave DC-3 que transportaba víveres e insumos desde Bogotá y Puerto Nare alYarí 
(Caquetá); y que, según el glosario y lenguaje encriptado utilizado por la organización, la pista 
aérea de la empresa Cementos del Nare era denominada “La Chimenea”40. 
118. De los elementos anteriores surge que, en una hipótesis de comisión de la 
desaparición del señor Isaza Uribe como represalia por el homicidio del señor García, los 
“actores privados” referidos por el Estado bien podrían haber sido miembros de grupos 
paramilitares relacionados con la empresa o pagados por ésta. 
[…] 
122. En definitiva, además de los ya señalados, los indicios de participación de miembros 
de grupos paramilitares en los hechos surgen también claramente del contexto de violencia 
contra sindicalistas en Puerto Nare, específicamente contra miembros de SUTIMAC, al cual 
pertenecía el señor Isaza Uribe, según se analiza a continuación. 
 
 
Violencia contra sindicalistas en relación con la doctrina militar contrainsurgente y paramilitarismo 
 
123. En términos generales, en su Segundo Informe sobre la Situación de los Derechos 
Humanos en Colombia de 1993, la Comisión documentó que desde la constitución de la 
Central Unitaria de Trabajadores de Colombia (CUT) en noviembre de 1986 y hasta mayo 
de 1990, habían sido asesinados y desaparecidos 538 activistas y dirigentes sindicales en 
                                                          
39 Cfr. Resolución de 15 de febrero de 1988 del Juzgado 64 de Instrucción Criminal de Puerto Nare, en el proceso seguido contra Víctor Manuel Isaza 
Uribe. Documento aportado por el Estado (exp. prueba, folios 5366 y 5368). 
40 Cfr. Documento del Departamento Administrativo de Seguridad, sin título ni fecha (exp. prueba, ff. 1470 a 1548). 




124. En este sentido, se planteó que tal violencia tenía relación con la identificación de 
sindicalistas dentro de la noción de “enemigo interno”, lo que fue propiciado por la llamada 
“doctrina de seguridad nacional”, acogida en el Decreto 3398 de 1965 y asumida por las 
Fuerzas Armadas desde principios de los años sesenta, así como por los contenidos de varios 
reglamentos y manuales militares contraguerrillas. 
[…] 
128.  De este modo, ha sido documentado que, desde la doctrina militar contrainsurgente 
vigente para la época de los hechos, se promovía, por un lado, la activación de grupos 
paramilitares para combatir un “enemigo” que, por otro lado, incluía a personas y 
organizaciones que ejercían o reclamaban sus derechos a través de la acción colectiva. Tal 
conjunción pudo ser un factor que propiciara la violencia contra sindicalistas en el Magdalena 
Medio, y específicamente en Puerto Nare. 
[…] 
Violencia contra el sindicato SUTIMAC 
 
130. Según fue señalado (supra párrs. 49 a 54), antes de la desaparición del señor Isaza 
Uribe constan siete casos de miembros, activistas o dirigentes del sindicato SUTIMAC (en 
algunos casos también concejales por la UP) que fueron asesinados por personas no 
identificadas o paramilitares del grupo “MAS”. Con posterioridad a su desaparición y hasta 
1989 otros miembros y dirigentes de SUTIMAC fueron asesinados, desaparecidos o 
desplazados. A pesar de las denuncias y solicitudes de protección dirigidas por los dirigentes 
sindicales, la CUT y FENALTRACONCEM a diversas autoridades estatales, informando 
sobre “la ola de terror y violencia” de que estaban siendo víctimas los trabajadores de las 
empresas Cementos del Nare y Colcarburo, entre ellos el señor Isaza Uribe, no consta que 
fueran adoptadas medidas de protección a favor de esa colectividad. 
[…] 
137. El contexto descrito revela, sin lugar a dudas, un patrón sistemático de violencia 
contra sindicalistas y, en particular, contra los miembros del sindicato SUTIMAC, que ha 
sido atribuido al accionar de grupos paramilitares. 
 
Vinculación del señor Isaza Uribe con SUTIMAC y su desaparición 
[…] 
138. De los elementos analizados se desprende que, aún en el supuesto de la desaparición 
forzada del señor Isaza como represalia por haber cometido el homicidio de una persona 
vinculada a la jerarquía de la empresa Cementos del Nare, la hipótesis de participación de 
miembros de grupos paramilitares no queda excluida y, por el contrario, se fortalece, 
precisamente por supuestos vínculos que éstos tendrían con la empresa. En este supuesto, el 
hecho de que el narcotráfico hubiese tenido vínculos con grupos paramilitares y/o con la 
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empresa es algo que debió y debería ser investigado por las autoridades competentes y no 
excluye una mayor responsabilidad del Estado por aquiescencia de sus agentes con grupos 
paramilitares que, en esa época, eran utilizados como método militar de contrainsurgencia y 
que, en esa región, se les atribuye una serie de ataques contra miembros del sindicato 




143. La Corte estima que los indicios y contextos señalados permiten considerar que la 
desaparición forzada del señor Isaza Uribe fue perpetrada por miembros de una estructura 
paramilitar organizada que la ejecutó, quienes en ese contexto actuaban con aquiescencia de 
miembros de las fuerzas de seguridad del Estado, aún si éstos no han sido identificados o no 
ha sido concretamente establecida la forma específica en que tal aquiescencia operó. Concluir 
que los indicios señalados no son suficientes para establecer que el señor Isaza Uribe fue 
desaparecido forzadamente implicaría permitir al Estado ampararse en la negligencia e 
inefectividad de sus investigaciones para sustraerse de su responsabilidad internacional41. Al 
valorar que actualmente se continúe investigando, tomando en cuenta los contextos 
relevantes, el Tribunal considera que es en las instancias internas en que los responsables 
específicos deben ser identificados y procesados. 
144. Respecto del alegado incumplimiento del artículo 2 de la Convención, la Corte ha 
tomado en cuenta la vigencia, para el momento de inicio de ejecución de la desaparición 
forzada, de los marcos normativos relacionados con la creación y fortalecimiento del 
paramilitarismo y que propiciaron la identificación del sindicalismo con la noción de 
“enemigo interno”. Independientemente de que el marco normativo que propició el 
paramilitarismo no se encuentre vigente, o de que los manuales militares en cuestión 
continúen en vigor o en aplicación por parte de las fuerzas militares colombianas (infra párrs. 
202 a 208), la Corte considera que varios contenidos de tales marcos normativos, por su 
propio texto o por su interpretación, permitieron o introdujeron riesgos para determinados 
miembros o grupos de la población civil en el marco del conflicto armado interno, en este 
caso sindicalistas que fueron estigmatizados, perseguidos y atacados, en muchos casos por 
grupos paramilitares. En consecuencia, tales contenidos de esa normativa o su aplicación 
práctica, por demás contrarias al principio de distinción del Derecho Internacional 
Humanitario, constituyeron en esa época un incumplimiento de la obligación del Estado de 
conformar su ordenamiento jurídico interno con la Convención Americana, establecida en el 
artículo 2 de la misma, por atentar contra su obligación de garantizar los derechos humanos 
en una sociedad democrática, particularmente en relación con las libertades de pensamiento 
y expresión y de asociación, así como con el principio de no discriminación por motivos de 
opinión política y condición social. 
145. En relación con la alegada violación de la libertad de asociación, la Corte hace notar 
que, sin perjuicio de la circunstancia de que, al momento de su desaparición, el señor Isaza 
                                                          
41 Cfr., mutatis mutandi, Caso Kawas Fernández Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de abril de 2009. Serie C No. 196, párr. 
97; Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) Vs. Colombia, párr. 305, y Caso Vásquez Durand y otros Vs. Ecuador, párr. 
132. 
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Uribe se encontraba en detención preventiva y que ello limitaba sus posibilidades de ejercer 
activamente su libertad sindical, el hecho es que él no había sido condenado penalmente en 
ese momento y que, en el contexto referido, su desaparición tiene relación con su actividad 
sindical. La Corte ha considerado que, cuando la violación del derecho a la vida, la integridad 
o la libertad personal tiene como objetivo impedir el ejercicio legítimo de otro derecho 
protegido en la Convención, tal como la libertad de asociación, se configura a su vez una 
violación autónoma a este derecho. El artículo 16.1 de la Convención Americana contiene 
también la libertad sindical y el Estado debe garantizar que las personas puedan ejercerla 
libremente sin temor a ser sujetos a violencia alguna; de lo contrario, se podría disminuir la 
capacidad de las agrupaciones de organizarse para la protección de sus intereses42. 
Adicionalmente, es de presumir que la desaparición forzada del señor Isaza Uribe habría 
acrecentado un efecto amedrentador e intimidante en los demás miembros del sindicato al 
que pertenecía, como un hecho más del contexto de violencia e impunidad existente en su 
contra. Por estas razones, el Tribunal declara que el Estado es responsable por la violación 
de la libertad sindical, contenida en la libertad de asociación, reconocida en el artículo 16 de 
la Convención, en perjuicio del señor Isaza Uribe. 
146. En conclusión, la Corte declara que el Estado es responsable por la desaparición 
forzada del señor Víctor Manuel Isaza Uribe y, en consecuencia, por la violación de sus 
derechos al reconocimiento de la personalidad jurídica, a la vida, a la integridad personal y a 
la libertad personal, reconocidos en los artículos 3, 4, 5 y 7 de la Convención Americana, en 
relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma y del artículo I a) de la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, en perjuicio de aquél. 
 
Derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial (artículos 1.1, 8.1 y 25 de la 
Convención Americana) 
[…] 




152.  En este caso, el Estado reconoció la violación de los artículos 8.1 y 25 de la 
Convención, entre otras razones, por la falta de acciones urgentes de búsqueda del señor 
Isaza Uribe luego de su desaparición, lo que ha sido sin duda uno de los factores 
determinantes en la falta de esclarecimiento de su desaparición y de su paradero. 
 
153. Además, en cierto tipo de casos complejos, la obligación de investigar conlleva el 
deber de dirigir los esfuerzos del aparato estatal para desentrañar las estructuras que 
permitieron esas violaciones, sus causas, sus beneficiarios y sus consecuencias, y no sólo 
                                                          
42 Cfr. Caso Huilca Tecse Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de marzo de 2005. Serie C No. 121, párrs. 66 a 79; y Caso Cantoral 
Huamaní y García Santa Cruz Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de julio de 2007. Serie C No. 167, 
párrs. 146 y 147. Ver también Caso Cepeda Vargas Vs. Colombia, supra, párr. 172, 176 y 177; y Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 noviembre de 2012 Serie C No. 258, párrs. 116 y 117. 
Caso Isaza Uribe y otros vs. Colombia (Fondo, reparaciones y costas)  | Corte Interamericana de Derechos Humanos 
86 
 
descubrir, enjuiciar y en su caso sancionar a los perpetradores inmediatos, a partir de una 
visión comprehensiva de los hechos, que tenga en cuenta los antecedentes y el contexto en 
que ocurrieron y que busque develar las estructuras de participación. Para ello, las autoridades 
deben generar hipótesis y líneas de investigación, según los contextos relevantes, para 
determinar las personas que de diversas formas permitieron, diseñaron y ejecutaron 
intelectual y materialmente el hecho, los patrones de actuación conjunta y los beneficiarios 
del crimen, según sus correspondientes responsabilidades43. 
154. Lo anterior resulta aplicable al caso, en atención a los contextos relevantes, por lo 
cual las autoridades han debido investigar diligentemente para develar posibles patrones de 
acción conjunta o estructuras criminales complejas. 
[…] 
155. Las actuaciones de los jueces de instrucción criminal y de las fiscalías que conocieron 
inicialmente el caso no fueron exhaustivas: además de que no constan diligencias dirigidas a 
corroborar o descartar la hipótesis de participación de miembros de las FARC44 no consta que 
se haya determinado el posible vínculo de los hechos con las otras personas que fueron 
sustraídas de la cárcel ese día; la relevancia de la ubicación y presencia de las unidades militares 
y de  policía destacados en la zona; o posibles acciones u omisiones de éstos o de los guardianes 
de la cárcel. Tampoco se profundizó en la búsqueda de testigos, ni se tomaron acciones, por 
parte de la Procuraduría o la Fiscalía, para investigar el temor manifestado por testigos para 
declarar y eventualmente disponer medidas de protección a su favor para favorecer la 
investigación. 
[…] 
157. Por otro lado, ha sido también constatada la falta de efectividad de la indagación 
preliminar de la Procuraduría (supra párrs. 102, 107 y 119). Además, el Estado informó que en 
la Policía Nacional de Antioquia no consta que se hayan iniciado investigaciones 
administrativas por los hechos; que las Direcciones de Operaciones Navales y de 
Investigaciones Disciplinarias de la Armada Nacional no tenían información sobre alguna 
acción de búsqueda o investigación; y que, según el Ejército Nacional, en el Comando del 
Batallón de Infantería No. 3 “Bárbula” no existe investigación disciplinaria alguna respecto de 
los hechos de este caso. 
158. De este modo, es evidente que el Estado ha comenzado a cumplir muy tardíamente 
con su deber de debida diligencia en las investigaciones de la desaparición del señor Isaza 
Uribe, particularmente en explorar líneas de investigación lógicas y necesarias que pudieron 
y debieron surgir desde el inicio, tomando en cuenta los contextos relevantes y dirigidas a 
desentrañar las estructuras que la permitieron. 
[…] 
160. En este caso, más de 31 años después de la desaparición forzada del señor Isaza 
                                                          
43 Cf., mutatis mutandi, Caso Cepeda Vargas Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de mayo de 
2010. Serie C No. 213, párrs. 118 y 119, y Caso Pacheco León y otros Vs. Honduras, párr. 93. 
44 Por ejemplo, no consta que en la investigación se hubiese realizado alguna actuación dirigida a descartar si los supuestos panfletos de las FARC 
pudieron haber sido realizados en máquinas de escribir del municipio. 
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Uribe, el Estado aún no ha esclarecido lo ocurrido ni determinado las responsabilidades 
correspondientes. La Corte constató que la investigación no ha pasado de la fase preliminar 
y que las conclusiones de las autoridades en las vías contencioso-administrativa y disciplinaria 
no han sido completas. Según fue señalado, en casos de desapariciones forzadas, el derecho 
a conocer el paradero de las víctimas desaparecidas constituye un componente esencial del 
derecho a conocer la verdad de los familiares de éstas, pues la incertidumbre sobre lo 
sucedido a sus seres queridos es una de sus principales fuentes de sufrimientos psíquico y 
moral45. El Estado está obligado a combatir esta situación de impunidad por todos los medios 
legales disponibles, ya que ésta propicia la repetición crónica de las violaciones de derechos 
humanos y la indefensión de las víctimas162. En virtud de las consideraciones anteriores, la 
Corte declara la violación del derecho a conocer la verdad, en perjuicio de los familiares del 
señor Isaza Uribe. 
161. Por las razones anteriores, la Corte declara que el Estado es responsable por la 
violación de los derechos de acceso a la justicia y a ser oído en un plazo razonable, en los 
términos de los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial reconocidos en 
los artículos 8.1 y 25 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma y con el 
artículo I.b) de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, en 
perjuicio de Víctor Manuel Isaza Uribe, Carmenza Vélez, Jhony Alexander Isaza Vélez y 
Haner Alexis Isaza Vélez. Además, el Estado es responsable por la violación del derecho a 
conocer la verdad de los familiares de la víctima desaparecida. 
 
Derecho a la integridad personal de los familiares (artículo 5 de la Convención) 
[…] 
Consideraciones de la Corte 
 
165. En casos que involucran la desaparición forzada de personas es posible entender 
que la violación del derecho a la integridad de los familiares de las víctimas es una 
consecuencia directa de ese fenómeno, que les causa un severo sufrimiento por el hecho 
mismo que se acrecienta, entre otros factores, por la constante negativa de las autoridades de 
proporcionar información acerca del paradero de las víctimas o de realizar una investigación 
eficaz para lograr el esclarecimiento de lo sucedido46. En casos de graves violaciones de 
derechos humanos se puede declarar la violación de ese derecho en perjuicio de familiares de 
víctimas aplicando una presunción iuris tantum respecto de madres y padres, hijas e hijos, 
esposos y esposas, compañeros y compañeras permanentes y hermanas y hermanos, siempre 
que ello responda a las circunstancias particulares en el caso47. Estas afectaciones, 
comprendidas integralmente en la complejidad de la desaparición forzada, se proyectarán en 
el tiempo mientras subsista la falta de esclarecimiento del paradero final de la víctima 
desaparecida48. 
                                                          
45 Cfr. Caso Comunidad Campesina de Santa Bárbara Vs. Perú, párr. 267, y Caso Tenorio Roca y otros Vs. Perú, supra, párr. 244. 
46 Cfr. Caso Blake Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 24 de enero de 1998. Serie C No. 36, párr. 114, y Caso Munárriz Escobar y otros Vs. 
Perú, supra, párr. 114. 
47 Cfr. Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia, supra párr. 119, y Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356, párr. 123. 
48 Cfr. Caso Goiburú y otros Vs. Paraguay, párr. 103, y Caso Vereda La Esperanza Vs. Colombia, párr. 250. 
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166. En el caso concreto, como consecuencia directa de la calificación de los hechos 
como desaparición forzada del señor Isaza Uribe, y tomando en consideración el 
reconocimiento parcial de responsabilidad efectuado por el Estado, la Corte estima 
presumible la afectación a su integridad psíquica y moral de los familiares, la cual surge 
además de sus declaraciones y del informe realizado sobre el impacto psicosocial49, que 
demuestran que han padecido un profundo sufrimiento y angustia y desestructuración 
familiar. 
167. En cuanto a la alegada violación del artículo 17 de la Convención, si bien es claro 
que el desplazamiento de la familia hacia otro municipio de Antioquia fue consecuencia de la 
situación económica y emocional que enfrentaron luego de la desaparición, tales impactos en 
las dinámicas familiares ya han sido tomadas en cuenta como parte de las afectaciones a su 
integridad personal, y serán también consideradas en el capítulo sobre reparaciones. En 
consecuencia, el Tribunal no se pronuncia respecto de la alegada violación a la protección a 
la familia contenido en el artículo 17.1 de la Convención. 
168. Respecto del derecho a la honra y dignidad, reconocido en el artículo 11 de la 
Convención, el alegato de los representantes se centra en que la policía, los tribunales 
contencioso administrativos y la Procuraduría señalaron al señor Isaza como miembro de las 
FARC, lo que habría generado estigmatización y afectaciones en su familia. Sin embargo, 
según fue analizado en el capítulo anterior, de las determinaciones preliminares, provisionales 
o definitivas de las autoridades administrativas o judiciales que tuvieron alguna intervención 
en la investigación de los hechos, no surge que funcionarios públicos declararan o 
promovieran versiones de los hechos en que se afirme o declare categórica o implícitamente 
que el señor Isaza Uribe fuese miembro del grupo guerrillero FARC. Esa tampoco ha sido la 
posición del Estado ante este Tribunal. Esa fue una hipótesis de investigación que surgió de 
algunos elementos, la cual no fue concluyente ni corroborada por tales autoridades. De ese 
modo, por más que los familiares sientan que tal hipótesis de los hechos fue denigrante o 
estigmatizadora, ello surgió en el marco de investigaciones de carácter policial, administrativa 
y judicial realizadas por autoridades competentes, por lo cual no corresponde analizar los 
hechos bajo el artículo 11 de la Convención. 
169. En conclusión, este Tribunal declara que el Estado es responsable por la violación 
del derecho a la integridad personal, reconocido en el artículo 5.1 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de la señora 




1. La Corte decide, 
por unanimidad, 
2. Aceptar el reconocimiento parcial de responsabilidad internacional efectuado 
                                                          
49 Cfr. Declaración escrita de la perita Yeiny Carolina Torres (exp. prueba, ff. 7147 y ss). 
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por el Estado, en los términos de los párrafos 27 a 32 de esta Sentencia. 
Declara, por unanimidad, que: 
 
3. El Estado es responsable por la violación de los derechos al reconocimiento 
de la personalidad jurídica, a la vida, a la integridad física, y a la libertad 
personal, reconocidos en los artículos 3, 4.1, 5.1 y 7 de la Convención 
Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma y con el artículo 
I.a) de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de 
Personas, en perjuicio de Víctor Manuel Isaza Uribe, en los términos de los 
párrafos 81 a 144 y 146 de esta Sentencia. 
4. El Estado es responsable por la violación de la libertad sindical, contenida en 
la libertad de asociación, reconocida en el artículo 16 de la Convención, en 
perjuicio de Víctor Manuel Isaza Uribe, en los términos del párrafo 145 de 
esta Sentencia. 
5. El Estado es responsable por la violación de los derechos de acceso a la 
justicia y a ser oído en un plazo razonable, en los términos de los derechos a 
las garantías judiciales y protección judicial, reconocidos en los artículos 8.1 y 
25 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma y 
con el artículo I.b) de la Convención Interamericana sobre Desaparición 
Forzada de Personas, en perjuicio de Víctor Manuel Isaza Uribe, Carmenza 
Vélez, Jhony Alexander Isaza Vélez y Haner Alexis Isaza Vélez. Además, el 
Estado es responsable por la violación del derecho a conocer la verdad de los 
familiares de la víctima desaparecida, en los términos de los párrafos 150 a 
161 de esta Sentencia 
6. El Estado es responsable por la violación del derecho a la integridad personal, 
reconocido en el artículo 5.1 de la Convención Americana, en relación con el 
artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de Carmenza Vélez, Jhony 
Alexander Isaza Vélez y Haner Alexis Isaza Vélez, en los términos de los 
párrafos 165, 166 y 169 de esta Sentencia. 
7. El Estado no es responsable por la alegada violación del derecho a la 
protección a la familia, reconocido en el artículo 17 de la Convención 
Americana, por las razones señaladas en el párrafo 167 de esta Sentencia. 
8. El Estado no es responsable por la alegada violación del derecho a la honra y 
dignidad, reconocido en el artículo 11 de la Convención Americana, por las 
razones señaladas en el párrafo 168 de esta Sentencia. 
